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CONSULTAS PROYECTO CSP 

8 / 2019 

 

La visita a las instalaciones como requisito para la presentación de oferta: garantías para el respeto a los 

principios de igualdad y concurrencia 

 

 

CUESTIÓN PLANTEADA:  

 

Empresa Pública Gestión de Activos, S.A. realiza múltiples licitaciones de obras y servicios a realizar 

en inmuebles, estableciendo como requisito previo y preceptivo y, por tanto, excluyente del proceso de 

licitación si no se efectúa, respecto a la presentación de la oferta la visita a las instalaciones objeto de los 

trabajos a contratar y ello con la finalidad de que el licitador tenga perfecto conocimiento del inmueble 

y/o instalación concreta sobre el que va a trabajar, su realidad y circunstancias. 

 

¿hay alguna norma o resolución que prohíba incluir en los pliegos esta visita como condición inexcusable 

para la presentación de ofertas? 

 

RESPUESTA:  

La contratación pública, en términos del artículo 1 de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector 

Público (LCSP), se debe ajustar  

“a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de 

los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores; y de 

asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria y control del 

gasto, y el principio de integridad, una eficiente utilización de los fondos destinados a 

la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios 

mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la 

salvaguarda de la libre competencia y la selección de la oferta económicamente más 

ventajosa.” 
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Del escrito de consulta se desprende la necesidad de que el órgano de contratación incorpore a 

los pliegos un requisito, la visita a las instalaciones que serán objeto de mantenimiento o conservación, 

que  podría suponer una traba a la aplicabilidad de alguno de los principios generales indicados, dado 

que se exige un desplazamiento de los licitadores a los bienes objeto de mantenimiento, conservación o 

reparación, el cual podría estar condicionado por la ubicación física del licitador y la disponibilidad de 

medios y de tiempos para dar cumplimiento a este requerimiento, lo que en principio podría 

considerarse que afecta al principio de igualdad, limitando la concurrencia al procedimiento de 

licitación. 

En este sentido, es importante resaltar que la entidad consultante vincula la exigibilidad de las 

visitas a los contratos de obras y servicios que vaya a celebrar sobre determinados inmuebles, lo que 

puede hacer necesario la visita para evaluar de una forma real y precisa el estado de los bienes sobre los 

que en el futuro se deba ejecutar el contrato, dado que si bien en el expediente debe figurar la 

documentación que defina técnicamente las prestaciones a desarrollar, bien a través del PPT en los 

contratos de servicios, bien a través del Proyecto en el contrato de obras, es cierto que la visita permitirá 

comprobar “in situ” el estado real de conservación de los bienes, aportando, en aquellos casos que 

resulte necesario, un valor añadido para la presentación de ofertas. 

La Ley 9/2017 ha previsto este supuesto en el artículo 136, dedicado a los plazos de 

presentación de las solicitudes de participación y de las proposiciones, estableciendo que  

“Cuando las proposiciones solo puedan realizarse después de una visita sobre el 

terreno o previa consulta «in situ» de la documentación que se adjunte al pliego, los 

plazos mínimos para la presentación de las ofertas y solicitudes de participación que 

establece esta Ley, se ampliarán de forma que todos los que interesados afectados 

puedan tener conocimiento de toda la información necesaria para preparar aquellas.” 

Como vemos, por tanto, la norma ha previsto expresamente la posibilidad de articular visitas 

sobre el terreno durante el proceso de licitación, si bien en estos casos deberían ampliarse los plazos de 

presentación de ofertas para que no suponga un obstáculo a la concurrencia. 

En esta línea, el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía, en 

su resolución 367/2019, ha considerado adecuado el establecimiento del requisito de efectuar un visita 

obligatoria para contratos que tienen por objeto el mantenimiento de instalaciones, al considerar que la 

inspección puede resultar el modo más objetivo y certero de conocer su estado, sin que sea presumible 
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que la información que pudieran suministrar los pliegos, por rigurosa y completa que fuese, permita el 

mismo nivel de conocimiento. Así, en la referida resolución se puede leer  

“(…)  Así descrito el servicio, el conocimiento del estado en que se encuentran las 

instalaciones existentes se considera primordial por el órgano de contratación para la 

realización de ofertas adecuadas a las necesidades reales que aquellas demandan, a 

cuyos efectos la inspección o examen directo de las instalaciones puede resultar el 

modo más objetivo y certero para alcanzar una conclusión fundada de su estado, sin 

que sea presumible que la información que pudieran suministrar los pliegos, por 

rigurosa y completa que fuese, permita el mismo nivel de conocimiento.  

Así configurada la prestación y teniendo en cuenta su naturaleza, resulta razonable 

que el órgano de contratación quiera asegurar la adjudicación del contrato a una 

oferta viable realizada sobre la base de un examen “in situ” del estado de las 

instalaciones a mantener, máxime cuando, como se ha expuesto, el PPT obliga al 

mantenimiento de todos los equipos y elementos con independencia del tipo, estado y 

calidad y sin que prevea la posibilidad de su sustitución sin previa autorización. Es 

más, la propia LCSP admite “la visita sobre el terreno o previa consulta in situ” como 

condición necesaria para la realización de las proposiciones, aunque prevea para 

estos casos la ampliación del plazo de presentación de ofertas. Dice así el artículo 

136.3 “Cuando las proposiciones solo puedan realizarse después de una visita sobre el 

terreno o previa consulta «in situ» de la documentación que se adjunte al pliego, los 

plazos mínimos para la presentación de las ofertas y solicitudes de participación que 

establece esta Ley, se ampliarán de forma que todos los que interesados afectados 

puedan tener conocimiento de toda la información necesaria para preparar aquellas”. 

En el sentido que venimos exponiendo, se ha pronunciado el Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales (TARC), sirva citar la resolución 403/2017, de 5 de mayo, en la que se señala que  

“Efectivamente, es corriente y así se contempla en el pliego de cláusulas 

administrativas que se exija a los licitadores como requisito para presentar una oferta 

que hayan visitado las instalaciones, lo que se acredita con el oportuno certificado. 

Con ello se asegura que al redactar la oferta tenga conocimiento la empresa de las 

prestaciones que ha de realizar, así como calcular adecuadamente los costes (...)”, y 

en la Resolución 1144/2018, de 17 de diciembre, viene a reconocer que la visita 
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obligatoria prevista en el PPT para verificar el estado actual del equipamiento 

existente permite a los licitadores adquirir un conocimiento razonable de los equipos 

para la realización de sus proposiciones”. 

En todo caso, la exigencia del certificado o documento acreditativo de la visita o inspección a las 

instalaciones debe responder siempre a la necesidad justificada por el órgano de contratación -y 

constatada a través del contenido de los pliegos- de garantizar ofertas adecuadas a la realidad de la obra 

o servicio a contratar, para asegurar, a la postre, la buena marcha en la ejecución del mismo y dar 

respuesta así al cumplimiento y realización de sus fines públicos (artículo 28.1 de la LCSP).  

Para concluir queremos recordar que, si se trata de un contrato de mantenimiento respecto de 

bienes o equipos que en la actualidad estén siendo objeto de mantenimiento por un contratista, no sería 

necesario que el actual contratista efectuase la visita, salvo que existiesen elementos adicionales que 

debieran ser objeto de mantenimiento, toda vez que la finalidad de la visita, que no es otra que conocer 

las instalaciones para obtener unas ofertas adaptadas, se encontraría cumplida. En esta línea traemos a 

colación la resolución 579/2016 del TACRC, que establece que 

  “ (…) entendemos que una interpretación literal y teleológica o finalista de la 

disposición del PCAP cuestionada e incluida en el Anexo II implica, como acepta el 

órgano de contratación, que tal exigencia que contiene se basa en la finalidad 

(“intención”, dice el órgano de contratación) de que se conocieran las instalaciones 

para “obtener las oferta más adaptada a las necesidades del centro, con objeto de 

facilitar la conveniente preparación de las ofertas.” En tal contexto, es plenamente 

lógico que la actual contratista entendiera el pliego en el sentido de que en el caso 

(como a ella le sucedía) de que resultase notorio que tenía un conocimiento pleno de 

las instalaciones (por ser éstas objeto continuo, precisamente, de sus “visitas” en el 

ejercicio de su función contractual), no le era necesario realizar una visita adicional, 

pues la finalidad de ésta ya estaba cumplida.   

Cierto es que si la nueva contratación exigiera un conocimiento de las instalaciones 

adicional o distinto del que puede razonablemente entenderse que tiene esta 

licitadora por el hecho de ejecutar durante varios años y hasta el momento presente 

prestaciones contractuales en dichas instalaciones, podría entenderse que la 

exigencia de la visita era inexcusable incluso para esta previa contratista, con el fin de 

que pudiera realizar una oferta adecuada. Pero el órgano de contratación no justifica 
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tal extremo en su informe, limitándose a razonar sobre la independencia de ambas 

licitaciones desde el punto de vista jurídico. 

Sentado lo anterior, no cabe apreciar vulneración de los principios de concurrencia e igualdad en 

aquellos casos en que, motivadamente, se exija una visita como requisito necesario para presentar la 

oferta, siempre que, además, se amplíen los plazos mínimos establecidos por la norma para ello. 

 

A la vista de lo expuesto cabe concluir que, 

En los contratos de obra y en los de servicio consistentes en realizar actuaciones de 

mantenimiento, conservación o reparación de bienes inmuebles, en los que resulte necesario conocer el 

estado del bien o las instalaciones sobre las que se deba desarrollar la prestación, se puede exigir una 

visita como requisito necesario para presentar la oferta, con el fin de mejorar el conocimiento y 

garantizar ofertas adecuadas a la realidad del servicio a contratar, para asegurar, a la postre, la buena 

marcha en la ejecución del mismo y dar respuesta así al cumplimiento y realización de sus fines públicos. 

En aquellos supuestos en que se exija una visita a los bienes o instalaciones objeto del contrato, se 

deberían ampliar los plazos mínimos que fija la norma para la presentación de las ofertas, a fin de 

conceder unos plazos adecuados para efectuar la visita y poder preparar adecuadamente la oferta.  

 
 

 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

Las respuestas a las consultas constituyen meras opiniones técnicas del equipo del Proyecto CSP, con exclusivo valor 

informativo y se expresan salvo mejor criterio fundado en derecho. 


